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e cara al enfrentamiento directo en el

que se han enfrascado los trabajado-

res del Poder Judicial y los magistra-
dos del Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federaciéon (TEPJF), ahora el Comité de
Evaluacién del PJF consideré que el Tribunal
Electoral federal ha actuado al margen de la
Constitucién al ordenarle que ignore sus-
pensiones dictadas por jueces de amparo y
reanude el proceso de seleccién de candida-
tos para la eleccién de junio.

Ante dicho panorama, solicité a la presi-
denta de la Suprema Corte de Justicia de la
Nacién (SCJN), Norma Pifia Hernandez, una
medida cautelar para congelar la orden dic-
tada el miércoles pasado por la Sala Superior
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federacién y evitar que
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| Comité del Poder

Judicial denuncia

este imponga multas, arrestos u otras medidas
de apremio a los integrantes del comité.

"El efecto que se solicita imprimir a la medi-
da cautelar, tiene como sustento la aparente
inconstitucionalidad de una determinacién dic-
tada en uno o mds juicios de la competencia de
la jurisdiccién electoral, que pretende dejar sin
efectos sendas resoluciones dictadas dentro de
juicios de amparo"”, indicé el presidente del
Comité, Wilfrido Castafién.

"Ni en los articulos 99 y 107 de la Cons-
titucion, ni en lo previsto en la Ley de Amparo
o en la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnacién en Materia Electoral, se advier-
te una atribucion expresa de los érganos que
ejercen la jurisdiccién electoral para dejar
sin efectos lo resuelto en la jurisdiccion

constitucional ordinaria del Estado mexi-
cano".

Sobre el tema, Pifia Herniandez estu-
vo de acuerdo en que es necesario
ordenar que las cosas "se mantengan
en el estado en que se encuentran" y
no se impongan sanciones al comité
por no ejecutar la orden del TEPJF,
que le dio 24 horas para cumplir.

"Toda vez que se acredita la aparien-

cia del buen derecho de la solicitud,
dado que el acatamiento de las interlocu-
torias de suspension dictadas en
los juicios de amparo constituye
una obligacién constitucional,
cuyo incumplimiento se sancio-
na penalmente, y que al
momento en que se provee aun
se encuentra corriendo el
plazo de cumplimiento de la
sentencia electoral contra-
dictoria con dichas interlo-
cutorias, se impone conce-
der al Comité de
Evaluacién la medida cau-
telar solicitada", resolvié la

“ilegalidad”

Magistrados del PJF muestran smis&;,-

del TEP

"El hecho de mantener las cosas en el estado
en que se encuentran no implica una suspen-
sién en materia electoral ni paralizar potestad
Jjurisdiccional alguna, sino adoptar una medida
cautelar que incide exclusivamente en la esfera
Jjuridica del comité, con la finalidad de que nin-
guno de sus miembros se encuentre en el
supuesto de ser merecedores de las sanciones
previstas para las autoridades que incurren en
desacato de una sentencia”.

En ese sentido, Castafién promovié una
controversia bajo el articulo 11 de la Ley
Organica del PJF para que la Corte "determi-
ne a cudl de las resoluciones en conflicto debe-
rd atenderse o incluso establecer una forma
diversa en que este comité conduzca el ejerci-
cio de sus atribuciones”.

Por su parte, los tfres magistrados que
hacen mayoria en la Sala Superior del TEPJF
sostienen que el amparo no procede en mate-
ria electoral, y la eleccién judicial no se puede
detener, porque lo ordena la Constitucién.

Fuentes cercanas al tribunal, denuncian, de
manera velada, que Mbénica Soto Fregoso,
presidenta del TEPJF, es la verduga.

Y que aun antes de realizarse la eleccién
presidencial, los magistrados del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federacién,
que encabeza Soto Fregoso, exhiben sumisién
hacia el oficialismo, lo que se agudizé con el
estancamiento del comité del propio Poder
Judicial de la Federacién que recibié solicitu-
des de aspirantes a jueces.

Ese comité pidi6 al pleno de la Corte resol-
ver -como dispone la Constitucién- la contra-
diccién de criterios marcada por una orden
Jjudicial para suspender el proceso, y otra del
tribunal electoral para reanudarlo.

De inmediato, legisladores encabezados
por Soto Fregoso reviraron con amenazas de
multas y cdrcel contra los integrantes del
comité, formado por reconocidos juristas.



